EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA: 
COMPONENTE DE LA NUEVA CONSTRUCCIÓN 

FEDERAL Y DEMOCRÁTICA.

Intervención de la Doctora María Marván L. 

en la Conferencia Nacional de Gobernadores (CONAGO).

Guanajuato, Gto. (6 de marzo de 2006).
- Señor Gobernador Constitucional del estado de Guanajuato, 

Juan Carlos Romero Hicks

- Señores Gobernadores de todos los estados del país:

- Señoras, señores, invitados especiales y delegados asistentes:  

A nombre del Pleno del Instituto Federal de Acceso a la Información, a nombre de los cuatro Comisionados, del mío propio y de la institución toda, expreso nuestra gratitud por habernos permitido estar aquí, en este foro privilegiado, tomar la palabra y compartir con ustedes un mensaje que creo, puede trazar una ruta promisoria para una mayor libertad, una mejor democracia y para comenzar una indispensable, nueva relación entre la federación y los estados.


Agradezco especialmente al entusiasta Gobernador anfitrión, Don Juan Carlos Romero Hicks -un convencido de estos temas- por la invitación y la oportunidad de que el IFAI se dirija en Guanajuato, a los gobernadores de todos los estados de la República Mexicana, no puedo imaginar un público más importante para la vida democrática de México. 

No cuento con demasiado tiempo así que trataré de ir directo al grano, no sin antes confesar que personalmente -en mi calidad de chilanga exiliada y jalisciense por adopción- simpatizo y comprendo bien las exigencias federalistas que encarna la Conferencia Nacional de Gobernadores. Simpatizo y comprendo que en la dimensión del gobierno local -estatal y municipal- se juegan muchísimas cosas, las más, vitales para millones de mexicanos. Insisto en que, simpatizo y comprendo bien, que en la definición de un nuevo federalismo se juega la consolidación y la calidad de nuestra democracia. 
Dicha esta indiscreción, voy al grano, hablaré de las cinco proposiciones que hemos querido traer a su consideración el día de hoy. 

1) En primer lugar partimos del hecho innegable de que el derecho de acceso a la información y la transparencia se han convertido en temas centrales e ineludibles de la vida social y política de México. ¿Por qué? Creo que vale la pena responder. 

A menudo escuchamos que se trata de una pura presión de los medios de comunicación, pero esa es apenas una parte, más bien pequeña de la explicación genuina. La transparencia se ha vuelto un tema central, porque trastoca la relación entre gobernados y gobernantes. Hoy en día, es un tema mundial, un tema de la globalización. Existen ya 66 países en el mundo con leyes de acceso a la información y otras 23 naciones que discuten ahora mismo su emisión, como Brasil, Chile o Rusia. Todas las agencias internacionales, desde el Banco Mundial hasta el Fondo Mundial para la Alimentación; desde el Banco Interamericano de Desarrollo hasta la Corte Penal Internacional, sugieren, plantean, que el intercambio mundial de bienes, que las relaciones humanas y estatales, ya no pueden desplegarse sin políticas públicas que garanticen el acceso a la información. Todos los organismos multilaterales, la OEA, el PNUD o la CEPAL, señalan consistentemente que el acceso a la información es una de las mejores formas para darle consistencia a las democracias, y generar confianza entre el Estado y los ciudadanos. Este planteamiento se asume como válido, dentro y fuera de las fronteras nacionales.

Por otra parte, ya casi no quedan inversionistas serios, empresarios nacionales o globales, que no exijan estructuras de transparencia en las regiones donde arriesgan su dinero. Y no hay organizaciones internacionales, desde Greenpeace, Transparencia Internacional o Amnistía Internacional, que no exijan acceso a los datos ciertos de las políticas públicas en los países. Es pues, una corriente, una exigencia que recorre el mundo a la que México no puede sustraerse y que desde el 2002 hasta ahora ha dado pasos agigantados en la materia. 
Pero es mucho más que eso. El acceso a la información es un instrumento de justicia, es un derecho que sirve, sobre todo a los que no tienen privilegios, canonjías ni palancas. Para hablar en términos de la ciencia política actual, es una verdadera herramienta de empoderamiento y, por lo tanto de democratización. El acceso a la información iguala al más poderoso y al más pobre, porque a ambos se les reconoce el mismo derecho a saber, porque, en los hechos, ambos tienen la misma posibilidad de  acceder a ese documento del gobierno que a menudo decide el destino de su propia vida, como puede ser, su propio expediente médico; o la calidad de su entorno urbano, como el estudio de impacto ambiental; o los ingresos para los últimos años de su existencia para exigir un cálculo justo de su pensión.
El acceso es además, un instrumento útil para la eficiencia económica. Porque la información, ha dejado de ser un costo de transacción adicional para convertirse en una fuerza que en si misma, hace más productivo el trabajo, la organización, la gerencia, las transacciones y la incorporación en el mercado. Por eso, uno de los papeles cruciales de los Estados modernos es el de procurar que la información fluya a la sociedad; la responsabilidad gubernamental no reside solamente en construir y dar informes, estadísticas o presupuestos, sino en garantizar que la información de todos los días, la más trascendente y la más cotidiana esté disponible, circulando socialmente, para evitar las asimetrías, los monopolios, las ventajas ilegitimas derivadas de un acceso otorgado de modo privilegiado. 

Finalmente, el acceso a la información es un derecho. Digámoslo claramente: las personas tienen derecho a preguntar, los funcionarios, la obligación de responder. En una democracia los gobernantes y los servidores públicos son representantes de la sociedad y la información que generan está hecha con recursos públicos y da cuanta del quehacer gubernamental, por eso debe ser pública. Toda la jurisprudencia, la teoría democrática y la discusión política contemporánea, apuntan en esa dirección: conocer las decisiones del gobierno es una condición elemental de una relación democrática, no servil, entre los ciudadanos y el Estado.  

En resumen: exigencia internacional; condición de la globalización; base de las decisiones económicas; reclamo de la sociedad civil; derecho fundamental en la democracia, por todo eso, el tema del acceso a la información se ha vuelto absolutamente ineludible. 

2) Pero hay algo más, algo que constituye mi segunda proposición esta mañana. En México el acceso a la información fue engendrado por el consenso de todos los partidos políticos. La ley federal de transparencia tuvo un nacimiento unánime. Este hecho explica su fortaleza y también, su expansión a lo largo y ancho de la República. Antecedieron a la federación dos estados, Jalisco y Sinaloa y a partir de 2002 se desató una verdadera revolución legislativa. Aunque no existía ninguna obligación expresa, hoy, 28 estados de la república tienen en marcha una ley de transparencia y en los cuatro restantes ya la discuten en sus respectivos Congresos, precisamente porque estas leyes y este derecho no son el monopolio de ningún partido, ni de ningún gobierno, sino el síntoma de un acuerdo verdaderamente nacional entre actores políticos y sociales. Por eso la transparencia no se ha quedado como una idea genial de una administración, sino que la hemos convertido en un derecho individual, en una rama de nuestra legislación, al mismo tiempo que en una política pública. 

Gobiernos estatales del PRI, del PAN, del PRD y de otros partidos; legislaturas locales; ciudades, capitales, municipios, responden a la exigencia y se incorporan al torrente de esta construcción legal e institucional que ha dejado una huella más profunda y duradera de lo que se preveía hace apenas algunos años, justamente porque se transformó en un derecho y una política asociada a la democratización, compartida además, por las fuerzas más importantes de la sociedad mexicana.   
3) Tercera idea. No obstante, estamos apenas en el comienzo de un largo camino. Hay que decirlo con todas sus letras: la apertura no ha sido tersa, ni homogénea en nuestro país. Detrás del propósito general de la transparencia, han surgido problemas de diseño institucional, dificultades operativas y visiones jurídicas muy diferentes que al comenzar el año 2006, representan ya todo un tema de la agenda política nacional.

El panorama que muestran las 28 legislaciones estatales y la federal misma, es incipiente, incompleto y fragmentario. No podemos hablar aún de un criterio compartido por todas las entidades ni tampoco de una política madura que recorra ya la geografía política del país. 

Quiero ser enfática: los gobernadores aquí presentes, protagonizan un capítulo que México nunca había vivido antes. Cuesta trabajo imaginar siquiera que haya existido una situación similar durante todo el siglo XX mexicano. Me explico: el sistema de partido hegemónico, para bien y para mal, hacía homogéneas las políticas en regiones y en realidades bien distintas. Ahora, estamos ante un proceso inverso: una construcción donde cada entidad le imprime tantos y tales matices como su sociedad le demanda, tantas diferencias como las fuerzas políticas locales acuerdan. Subrayo: creo que los estados, en la política local de la transparencia, protagonizan la primera construcción legal e institucional de alcance nacional después de la transición democrática. Y es una construcción que no va de la federación a los estados sino que se está implantando con tantas diferencias y tantos matices como existen en nuestras treinta y dos entidades plurales. 
4) Esto me lleva a la cuarta premisa que he de someter a su consideración. Yo celebro, no podía ser de otra manera, esta expresión del federalismo plural que hoy es una realidad en México. Habla de una gran madurez política, impensable hace sólo una década, el que cada entidad haya adoptado una ruta hacia la apertura gubernamental con autonomía y guiada por sus propias prioridades. Sin embargo, esa pluralidad no debe perder de vista la dimensión de fondo que subyace a esta construcción: que se trata de un derecho universal de los ciudadanos y las personas, de los mexicanos todos. La virtud de la diversidad se convierte en defecto cuando actúa en contra de esos derechos fundamentales. Y ese es un problema que la agenda de la CONAGO no puede soslayar. Para eso hemos querido estar con ustedes hoy. 

Y esta fue la motivación por la cual, tres gobernadores, de tres estados distintos y provenientes de tres partidos distintos –aquí presentes- firmaron la “Declaración de Guadalajara” que textualmente dice: “reconocemos asimetrías preocupantes que todavía existen en distintas áreas y niveles de gobierno. Por ello creemos que es urgente hacer un nuevo esfuerzo para que el conjunto del Estado mexicano se mueva en dirección de la transparencia”. 


La Gobernadora Amalia García de Zacatecas; y los Gobernadores José Reyes Baeza de Chihuahua y Armando Reynoso de Aguascalientes, subrayaron ese punto mejor que nadie: estamos en un pasaje inédito de la construcción democrática, donde ya no es el centro, sino la diversidad de los estados, de las regiones y de los diversos partidos políticos, la que impone modalidades y ritmos. La pluralidad, para no convertirse en fragmentación, debe aspirar a construir “un piso mínimo común que nos obligue a todos desde la Constitución”, según palabras de los tres gobernadores. 
5) Por último, pero no por ello menos importante, es indispensable reconocer como un imperativo político la necesidad, la demanda de  “constitucionalizar” la transparencia. Creo que no hay nadie mejor preparado en todo el país que ustedes, señores gobernadores, para comprender, encarar y proponer esta construcción democrática. Ese piso mínimo que proponen los mandatarios de Aguascalientes, Chihuahua y Zacatecas que se sintetiza en siete puntos sencillos:  
1.
Otorgar a todo mexicano y a toda persona los mismos derechos, es decir: sujetar las leyes a los principios de máxima publicidad y gratuidad; 

2.
Facilitar al máximo la solicitud de información sin condicionantes artificiales, como la exigencia de demostrar personalidad, firma, identificación ni interés jurídico; 

3.
Poner a disposición del público todas las modalidades para tramitar solicitudes de información, incluyendo las herramientas electrónicas; 

4.
Crear instancias profesionales, autónomas e imparciales para generar una cultura de transparencia y garantizar el acceso a la información en caso de controversia;

5.
Establecer sanciones para los funcionarios que nieguen dolosamente la información.

6.
La obligación de todos los órganos públicos de transparentar los principales indicadores de gestión 

7.
Finalmente, asegurar la protección de los  datos personales

Conocemos el propósito de la CONAGO de presentar a la nación una agenda de reformas constitucionales. Creemos que la inclusión de bases mínimas en el acceso a la información gubernamental será fundamental para la consolidación de la democracia sustantiva, no sólo la electoral, en nuestro país. El derecho a la información puede ser un componente importante para recuperar la confianza de los ciudadanos en sus gobernantes, en la clase política del país.  
Como ven, es un programa mínimo, pero serio. No se trata de forzar una homogeneidad artificial, y estamos muy lejos de imaginar una “ley general” que imponga un inútil corsé a los estados. Se trata, en cambio, de probar una ruta federalista que México ya cursó con éxito en materia electoral, cuando en 1996 fueron incorporados al artículo 116 del texto fundamental, un catálogo de principios obligatorios para todas las legislaciones locales. Así se resolvió el pernicioso litigio electoral, y creo, así podemos trazar un horizonte para una mayor calidad de los gobiernos, de todos los gobiernos, y para garantizar un derecho básico de los ciudadanos, de todos los ciudadanos, bajacaliforniano o yucateco, quintanarroense o neoleonés. Para que el bajacaliforniano pueda conocer de lo que sucede en Chiapas y el chiapaneco esté en posibilidad de comparar su estado con Veracruz. 
Considero indispensable avanzar en la constitucionalización de la transparencia y del acceso a la información; sólo así podremos elevar la exigencia al Estado,  evitar el desorden y la confusión. No debemos permitir espacios de opacidad ocultos en un falso federalismo. Es menester ofrecer a los mexicanos una relación abierta con sus gobiernos y una rendición de cuentas permanente. Desde el municipio hasta la federación y viceversa. Estoy cierta del papel fundamental que pueden tener en esto los Gobernadores de México, no dudo que la República será un mejor país gracias al trabajo que para ello desplieguen cada uno de ustedes. Estos son los acuerdos fundamentales que nos harán una mejor democracia, una democracia plural y abierta, con ciudadanos exigentes y gobernantes exigidos. En suma un mejor México que rinde cuentas.  

    Muchas gracias. 
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